Tribunal:  Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, sala H(CNCiv)(SalaH) 

Fecha:  08/07/2005 

Partes:  Edizabal S.A. y otro c. Guelfi, José L. y otro 

TEXTO COMPLETO: 

2ª Instancia. - Buenos Aires, julio 8 de 2005.

El doctor Kiper dijo:

Contra la sentencia dictada en primera instancia (fs. 231/6), que rechazó la demanda que perseguía el cumplimiento de un contrato por considerarlo resuelto, e impuso las costas en el orden causado, expresan agravios los demandados a fs. 278/80, y los actores a fs. 284/90. Los primeros contestaron el traslado conferido a fs. 292/3.

Los demandados cuestionan que se hayan impuesto las costas por su orden, a pesar de haber sido rechazada la demanda.

Los actores, por el contrario, se agravian de que se haya considerado válida la resolución pretendida por los compradores. Sostienen que fue mal interpretada la cláusula décimo tercera del contrato, que sólo tenía por objeto alertar -de buena fe- a la otra parte la posible existencia de inconvenientes, y que si bien la aprobación del plano de subdivisión se demoró, los demandados ejercieron la opción de resolver después de solucionado el problema, en forma tardía. Agregan que dicha cláusula no importó un pacto comisorio expreso, que no hubo incumplimiento de su parte, condición necesaria para que la otra parte pudiese resolver, y que los demandados han ejercido su derecho en forma abusiva.

Es un hecho no controvertido en esta instancia que los actores Edizabal SA y Punta Peñas SA, el 26 de enero de 1999, le vendieron a los demandados un lote de terreno del Barrio Cerrado Santa Ana y una acción del Club Santa Ana SA. Los compradores se obligaron a pagar un precio por ambos bienes, que en parte se pagó por adelantado, y a construir una casa de ciertas características a partir de que la vendedora le comunicase que podía hacerlo.

En lo que aquí interesa, se estableció en la cláusula décimo tercera lo siguiente: "La Compradora reconoce y acepta que la aprobación definitiva del Barrio Cerrado mediante el otorgamiento de la factibilidad por parte de las autoridades competentes, no puede ser garantizada por La Propietaria, sin perjuicio de que en defensa de sus propios intereses y los de la compradora, ponga para lograrlo, todo su empeño mediante el cumplimiento de los requisitos legales y ejecución de las obras proyectadas. Sin perjuicio de ello, si no se pudiese escriturar el lote reservado dentro de los 365 días, contados a partir de la fecha de la presente, La Compradora quedará en libertad de dejar sin efecto este contrato, obligándose Las Vendedoras a reintegrarle la totalidad de lo abonado, con más los intereses pagaderos por una institución bancaria de primera línea, dentro del plazo de 72 hs, contados a partir de la recepción de la notificación fehaciente cursada por La Compradora con esa finalidad, no teniendo derecho a ninguna otra indemnización".

Agrega la cláusula décimo cuarta que: "Si La Compradora decidiera edificar antes de haberse obtenido por las vendedoras la Convalidación Técnica final, podrá hacerlo libremente debiendo presentar el plano pertinente a La Vendedora y a la Municipalidad de Moreno; esta última otorgará una aprobación provisoria sujeta a la terminación de las obras del Barrio Cerrado Santa Ana. Se libera a La Vendedora de toda responsabilidad sobre el particular, salvo la de construir la totalidad de las obras comprometidas en el plazo asumido".

Entiendo que en función de dichas cláusulas pueden sacarse las siguientes conclusiones: a) el plazo previsto por las propias partes para que se aprobase el plano de subdivisión y que el contrato estuviese en condiciones de ser formalizado por escritura pública venció el 26 de enero de 2000; b) si ello no ocurría, la compradora tenía dos opciones: 1) construir la casa de todas maneras bajo su total responsabilidad (cláusula 14) o 2) quedar en "libertad de dejar sin efecto" el contrato, como dice la cláusula 13.

Es claro que si antes de la fecha indicada se obtenía la "Convalidación Técnica final", la compradora no tenía ninguna opción más que cumplir con las obligaciones asumidas, pero -ninguna de las partes lo insinúa ni lo discute- lo cierto es que a esa fecha no estaban dadas las condiciones para que se otorgara la escritura pública.

De lo expuesto surge que los compradores pudieron liberarse del contrato a partir del 27 de enero de 2000. En setiembre de 2001 los vendedores le comunicaron a los compradores que se había aprobado el plano y que cumpliesen sus obligaciones, mientras que los destinatarios respondieron que al estar vencido el plazo previsto en la referida cláusula 13 se desligaban del contrato, en uso de la opción que así lo permitía.

Está claro que a partir del 27 de enero de 2000 los demandados, ante la falta de aprobación del plano de subdivisión, podían resolver el contrato. Sostienen los apelantes que perdieron el derecho de hacerlo al estar en condiciones de escriturar, y que si no lo hicieron con anterioridad, ya no podían hacerlo. En otras palabras, si a partir de enero de 2000 nada dijeron, y tiempo después el problema estuvo solucionado, ya no podían desligarse.

Por mi parte, y como ya lo adelanté, no es esa la interpretación que me merecen las cláusulas antes mencionadas, pues de ser como pretenden los actores, no tendría sentido que las partes hubiesen fijado un plazo para que el inmueble estuviese en condiciones. Por otra parte, a pesar de la falta de habilitación municipal, el contrato le permitía a los compradores construir bajo su propia responsabilidad, lo que no hicieron. Si, como sostienen los actores, los demandados no querían resolver la operación, lo hubieran demostrado construyendo, pero esto no ocurrió.

Tampoco creo que la demora en ejercer la opción (más de un año y medio) provoque la pérdida del derecho a ejercerla. Ninguna cláusula del contrato determina esta solución, y tampoco surge de las normas del Código Civil, de aplicación supletoria a lo previsto por las partes, que esa solución se imponga. Por el contrario, de acuerdo a los principios generales, los derechos y acciones pueden ejercerse antes de que prescriban, situación que no es la de autos. Tampoco, como dije, las partes previeron un plazo de caducidad para que los compradores manifestasen su opción y, además, no observo en estos últimos que hayan realizado algún hecho que contradiga sus actos posteriores.

No hay que olvidar que en el contrato de compraventa, y la consecuente obligación de escriturar, las obligaciones de las partes son interdependientes, es razonable que una de las partes no se sienta obligada a cumplir ante el incumplimiento de la otra.

En el caso, en el que la obligación de escriturar fue subordinada a la aprobación de la subdivisión por parte de las autoridades municipales, dicha obligación estaba sujeta a un plazo incierto. En tal situación, las obligaciones deben ser satisfechas en un plazo razonable (conf. Fazio de Bello, Martha, Teoría y técnica del boleto de compraventa, pág. 300).

En suma, a pesar de los esfuerzos que realizan los apelantes para darle un sentido diferente a las cláusulas de contrato, en mi opinión las cláusulas son bastantes claras, en el sentido de permitirle a los compradores, después de transcurrido un año, desligarse del contrato si no estaban dadas las condiciones para el otorgamiento del instrumento público. El hecho de que no lo hayan comunicado durante un lapso importante de tiempo, no puede significar la renuncia al ejercicio de la opción.

Alegan los actores que no se contrajo, en este caso, un pacto comisorio expreso. Desde ya no comparto su posición, pero de todas maneras el argumento es irrelevante, ya que la facultad resolutoria que concede el art. 1204 del Código Civil es implícita en todo contrato de prestaciones recíprocas. 

El pacto comisorio no requiere fórmulas sacramentales e implica en principio una condición resolutoria a la que queda sujeta la subsistencia contractual. El hecho condicionante, se halla configurado por la conducta de la contraria. Y en tal camino, aquél concede la facultad de optar entre el cumplimiento o la resolución del contrato en el que se han reconocido obligaciones recíprocas. Los actores alegan que no hubo incumplimiento de su parte; sin embargo, lo cierto es que la aprobación del plano de subdivisión tardó más de dos años y medio, y no han demostrado la realización de una actividad extremadamente diligente, ni el acaecimiento de un caso fortuito que lo haya impedido.

Por otro lado, entiendo que el incumplimiento ha sido objetivo, ya que la obtención de la aprobación municipal para poder luego formalizar los contratos de compraventa es, a mi entender, una obligación de resultado. Como se vio, la parte actora pretende convertirla en una obligación de medios, en la que bastaría poner todo su empeño (hecho, por otra parte, posible pero no demostrado), pero no comparto su postura.

Por último, señalo que el art. 1413 del Código Civil, a los efectos de la acción resolutoria, no impone al acreedor impago la obligación de aceptar un cumplimiento tardío.

Por todo lo expuesto, propongo que se confirme lo resuelto en este aspecto por la juez de primera instancia.

En cuanto al agravio sobre las costas, considero que también debe ser confirmado lo resuelto por el fallo apelado.

Como ya señalé, los compradores, después de un año de suscripto el contrato, podían desligarse de las obligaciones asumidas, al no verificarse el hecho que ambos contratantes pusieron como referencia. Sin embargo, aquellos hicieron conocer su voluntad en ese sentido mucho tiempo después, lo que permite suponer que los vendedores pudieron creer que, quizás, los compradores habían desistido de ejercer la opción y, por lo tanto, pudieron creerse con derecho a demandar.

En función de ello, me parece razonable que en este supuesto no se aplique el principio objetivo de la derrota.

Para concluir, propongo que se confirme la sentencia apelada en todo lo que fue materia de agravios; con costas de esta instancia también en el orden causado, teniendo en cuenta la suerte corrida por cada uno de los recursos. Así voto.

El doctor Giardulli, por las consideraciones expuestas por el doctor Kiper, adhiere al voto que antecede. La doctora Gatzke Reinoso de Gauna no suscribe por hallarse en uso de licencia (art. 109 RJN).

Por lo deliberado y conclusiones establecidas en el acuerdo transcripto precedentemente por unanimidad de votos, el Tribunal decide: Confirmar la sentencia apelada en todo lo que fue materia de agravios; con costas de esta instancia también en el orden causado, teniendo en cuenta la suerte corrida por cada uno de los recursos

La doctora Gatzke Reinoso de Gauna no suscribe por hallarse en uso de licencia (art. 109 RJN). - Jorge A. Giardulli. - Claudio M. Kiper.

